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SENTENCIA IN'I'ERLOCUTORIA DEL TRIBUNAI, CONSTITUCIONAL

A

ASUNl'O

I{ecurso de agravio co¡stifucionai inte¡pucsto por Constructora lccons SI{L contra el

aulo de fojas 352, dc 3 dc agosto de 2017, expedido por Ia Primera Sala Civil de Ia

Cofic Supcrio. de Justicia de Cajamarca, que declaró fundada la excepción de

incompctcncia deducida por la p¿rte emplazada y dispuso la remisión de Io actuado al
juzgado especializado en lo contencioso administrativo compete¡te.

FUNDAMENToS

En la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/ fC, publicada en el
diario oflcial l)l Peruano cl 29 dc agosto de 2014, este T bunal estableció en el
fundamcnto 49, con carácter de precedente, que se expedirá sentenci¡
intcrlocutoria denegatoria, dictada srn más trámite, cuando coDcurra alguno de los
siguientes supüestos, que igualmente está¡ co¡tenidos en el afículo l1 del
Reglaúento Nonnativo del T bunal Co¡stitucional, los cuales se presentan
cuando:

a) Carezca de fundamentación la supuesta wlDeración que sc invoque.
b) La cuestión de Derecho contenida eD el recuIso no sea de especial

trasccndcncia constitucional.
c) La cuestión de l)erecho invocada contradiga un prccedcnte del Tribunal

Co¡stitucional.
d) Se baya dccidido dc ma¡era desestimatoria en casos sustancialmente

iguales.

2. Iln el presenle caso, la actora solicita que se dejen sin cfccto parcialmente las
tcs rcsolucioncs, emitidas por el T bunal de Contrataciones dcl Estado

) del Organismo Supcrvisor dc las Contrataciones del Estado (Osce)

-- I{esolución 2090'2015-TCE-S 1 de 2 dc octubre de 2015 (fojas 104),
cmitida por la Sala Primera del TCE en el Expediente 892/2015.TC8, cn el
exlremo que la sanciona con 36 meses de jnhabili¡ación temporal para
participar cn procesos de selección y contratar con (]l Estado por la
comisión de la inf¡acción tipificada en el artículo 51.1, literal j, dcl
Decreto Legislativo 1017, que aprueba la Lcy de Contmtaciones del
Estado; y,
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Rcsolución 2302-2015 TCE.S3 de 6 de octubre de 2015 (fojas ll9),
emitida por la Sala Terccra dol TCts en los expedientes acumulados
3903/20l4.TCE y 419/2014/TCE, en el extremo que la sanciona con nucvc
mcses de inhabilit¿ción teúporal para participar cn procesos de selección
y contrata¡ con el Estado por la comjsión de la infracción tipiñcada en el

arliculo 51.1, literal a, del Decreto Legislativo l0l 7, que aprueba la Ley de

Contratacioncs delEstado

M¿nifiesta, fundamcntalmente, que a través de dichas resolüciones, la emplazada
Ia ha sancionado por actos que son imputables de maDc¡a exclusiva a Proyectos y
Construcciones de Ingenieria SAC, con quien susc¡ibió contratos de consorcio
para participar cn las licitaciones públicas 04 2014 GR.CAJ y 05-2014-GR.CAJ
co¡vocadas por el Gobierno Regional de Cajamarca. Refiere que, por esa ¡azón,
se vulnera su derecho firndameDtal al debido proceso, en sus manifcstacioncs dc
derecho a probar y dcrccho a la debida motivación de las resoluciones
admjnistrativas, asj como sus dcrechos fundamentáles a la libertad de contratar, a

la libcrtad de trabajo y a la libertad de empresa.

Sin embargo, ¡o conesponde pronunciarse sobre el lbndo de la conhoversla
porquc ósta pucdc rcsolvcrsc cn una vía procesal especifica quc, para cstos
efectos, debe considera¡se igualmente satisfactoria al proceso de amparo. En
efecto, las resoh¡ciones 2090-2015-TCL-S I y 2302-2015-TCE.S3, mediante las

cüales se impone¡ sanciones de inhabilitación tcmporal a la. acto¡a, pueden
impugnarse a través del proceso especial regulado en el Texto Unico Ordenado
('l-UO) de la Ley 27584, que regula el Proceso Contencioso Administrativo,
aprob¿do mediante Decreto Supremo 013-2008-JUS. Además se adviefie que, en

dicho proceso, es posible discutÍ si los procedimientos sancionadoies seguidos
contm la actora fucro¡ tramitados dc manc¡a rcgular o vulneran, de alguna
manera. sus derechos fundamentales.

1

Asinismo, no se advicrte riesgo dc ineparabilidad cn caso sc transitc po¡ la vrc
a máxime si se toma en cuenta que, en el proceso contencioso

istrativo, son especialmente procedentes las medidas cautelares (afticulo 40
'IUO de la Ley 27584). l'or tanto, elrecuNo de agravio constitucional de autos

ca¡ccc dc cspccial trasccndcncia co¡stifucional porquc la presente controveisia es

susceptible de ser ¡esuelta en una via procesal igualmente satisfactoria al amparo.

Iin consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a 5.rupla, sc verifica que
el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en cl
acápite b) dcl fundamento 49 dc la sentcncia cmitida en el Expediente 00987
2014- PA/TC y en el inciso b) del aftículo ll del Reglamento Normativo dcl
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T¡ibunal Constitucio¡al. Po¡ esta razón, corespoode declamr, siD más trárnitc,
improcedcntc cl recurso de agravio constifucional.

Por estos fundamentos, cl Tribunal Constih¡cional, con la autoridad que le conñerc la

Constitución Politica del l')eru, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña
Banera, convocado para diiimir la discordia suscitada por el voto singular del

magist¡ado Ferrero Costa,

Además, se incluyc el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera.
RESUELVE

Publíquesc y ¡lotifiqucse

ss

MIRANT'A CANALES
SARDÓN DE TABOADA
r,rsPrNos^-SALDAÑa n.rnnon¡.

o\

Lo <I

cf

Dcclarar IMI'ROCEDENTE cl .ccurso de agravio constitucional porque la cuestión de

l)crccho conteDida en cl rccurso carece de especial trascendencia constifucronal.

l

certlfico:
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL I,IAGISTIL{DO ESPINOSA-SAI,DAÑA
BARREILA,

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis coleSas en la presente causa. Sin
embargo, debo señalar lo siguiente:

En el proyecto de sentencia interlocutoria se sostiene que el recurso de agravio
presentado, habrÍa incurri<lo en la causal de improcedencia liminar b), recogida en el
precedente "Vásquez Romero", argumentando que exisliría una vía igualmente
satisfactoria distinta del amparo para proteger el derecho invocado por el
demandante.

2. Al rcspecto. dcbo expresar mi desacuerdo con la aplicación rle la causal de
improccdcnc;a b) para casos en los cuales, como en este, se considera que exisle una
vía idónea igualmente satisláctoria al proccso de amparo. Slrñalo csto po.que. si bien
puede que exista un caso en cl cual se incurra cn algu¡a dc las causales de
improcedencia previstas en el Código Procesal Constitucional. para lo referido al
caso específico del inciso 2 del artículo 5 del Código, este Tribunal Constitucional
ha desarrollado crilerios para determinar cuándo nos encontramos ante una \rl
idónea igualmenle satislaotoria. Ello es precisamente lo que ha quedado recogido en
cl prcccdcntc "Elgo Ríos". Iis innecesario señalar que corresponde a este Tribunal
respetar y hacer respctar sus propios precedeñles.

3. Por tanto. paracasoscomoel prcsentc. on cl cual se busca delenninar si existeono
una vÍa ordinaria igualmente satisláctoria, considero que la ca!¡sal de improcedenci¡
quc dcbc invocarse es Ia c), referida a la contravención de los precedentes emitidos
por cl Tribunal Constituc;onal, y ¡ro Ia causal de improcedencia b).

4. Y es que para determinar quc existe una vía igualmenle satislactoria al amparo, no
basta con veriflcar la sola existencia dc una via ordiiária, pues eslo no la convie¡te
pEr .r¿ en una vía igualmente satisfácloria al amparo, sino quc será necesaüo
verificar que dicha vía cumpla con los criferios establecidos en cl prcccdcntc "lllgo
Rios". l,o dicho implica un análisis caso a caso de la procedencia dc la dcmanda,
lan1o desde una perspectiva objetiva como de una subjetiva.

5. Así, y desde una perspectira objetiw dcbe atenderse a la e.¡tuctura del proce'xt.
correspondiendo verificar si la regulación del proccdimiento permile a,lrmar que
qsiamos ante una vía célete y eficaz (estructura idónea); asi como a la idon¿idad dc
ld prclaccirin qre podría recibirse en la vía ordinaria, por lo que debe analizarsc si

en la vía ordinaria podrá rcsolvcrse debidamente el caso iusl'undamental puesto a
consideración (tutela idónca).

( _--.--
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6. Por otra parte, y desde ona pcrslectira r/láJ¿lir¿7, corresponde analizar si, por
consideraciones de urgcncia y de malrera excepcional, es preferible admitir a trámite
la demanda de anrparo pese a existir una via ordinaria regulada. AI respeclo, es
necesario evaluar si transitar Ia vía ordinaria pone en g/dve rlergo al derecho
afectado, de ¡al modo que cl agravio alegado puede lonarse irreparable (urgenuiu
como amcnaza dc irreparabilidad). Asimismo, debe atenderse a si es necesaria una
luteld urgente, apteclando para ello la relevancia del derecho involucrado o tambicn
a la gravedad del daño que podría ocurrir (rrgencia por la magnitud del bien
involucrado o del daño).

ESPINOSA-SA1,I)AÑA t}AITIIEITA

S.

\-.ó1"J

Lo

I]ATfILLAI{A

7. Así Ias cosas, aplicando los criterios esgrimidos cn el precedente "Elgo Ríos" es que
puede establecerse que aquí sj contamos con una vía igualmente satislacloria al
proceso de amparo en esta situación en particular, ejcrcicio que debió hacerse para
la clahor¡cion del le\ru Jc (s(a sentencia.

(
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I]L .IRIBI]NAI, CoNSTITUCIoNAL CoMO COR'I.E DE REVISIÓN O FALLO Y NO DE

CASACIóN

La Conslitución de 1979 crcó cl Tribunal de Carantías Constitucionales conro
irstancia de casación y la Constitución de 1993 conviftió al T bunal Constitucioüal
c¡1 i¡stancia dc fallo. La Constitt¡ción del 79, por ptimera vez en nuestn historia
conslilucional, dispuso la crcación dc un órgano ad roc, independiente del Podcr

Judicial. con la ta¡ea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los de¡cchos f'undamentales.

2. La Ley Fundamental de 1979 establcció que el Tribunal de Camntias
Constitucionales c¡a un órgano do control de la Constitución. que tenía jurisdicción
en todo cl telfitorio nacional para conocer, en ríd de cdsació/l, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho fribunal no
oonsliluia una instancia habilitada para i'alla¡ cn forma definitiva sobre Ia causa. Es

decir, no se pronunciaba sobrc los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos reconocidos en la Coüstitr¡ción.

3. Ln ese sentido, la Lcy 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Carantías
Constitucionalcs, vigente en ese momento, estableció, en sus aÍículos 42 aI46, que
dicho órgano. al encontrar LLna resolüción denegato a que ha vioiado la ley o la ha

aplicddo en forma ermda o ha incur¡ido en graves vicios procesales en la
tranitación y resolución dc Ia dcmanda, procederá a casar la sentencia y, lL¡ego de

señalar la dellciencia, devolverá los actuados a la Cote Suprema de Justicia de la
Rcpública (¡ccnvio) para que emita nuevo fallo siguiendo s¡.rs lineamienlos,
procedimiento quc. a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

TRIBUNAL CONSTITUGIONAL

VOIO SINGUT,AR DEL MAGISTRA,DO FI]RRERO COSTA

Con la potestad que me otorga 1a Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia

de mj colcga magistndo, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
quc disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA7TC,
SI.INI'ENCIA INTERLOCUTOIIIA DENECATORTA. por los tundamentos que a

continüación expongo:

¡{Yn

4. I'll modclo de tulela ante amcnazas y vulneración de derechos lüe seriamente
modilicado en la Constitr¡ción de 1993. En primer lugar, se amplían los
mccanismos dc tutcla dc dos a cuatro, a sabcr, habeas cotpus, anlparo, habeds dal¡1
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al T¡ibunal Constitucional
como órgano de cortrol de la constitucionalidad, autr cuando la Constitución 1o

califica er¡óneamente como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en
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¡lr- DTRECH0 a sER oiDo coNro |IIA\TFESTACTó¡- DE r,Á DEMoCRATTZACIóN DE Los
l'Rocusos CoNSTITUCIoNALf,S DE LA LIBERT^D

ll. La administ¡ació,l de justicia constitucional de la libenad que briüda ei Tribunal
Constitucional. desde su creación. es respetuosa, como corcspondc, del derccho de

TRIAUNAL CONSf ITUCIONAL

materia de procesos constitr¡cionales dc Ia libertad, ia Constitución establece que el
'l ribunal Constitr¡cional es instancia de rcvisión o fallo.

5. Cabe señalar qüe la ConstitucióÍ Política del Peru, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en úhima ))
delifiilira ¡nslancia, las resoluciones denegaÍorias dictardds en los procesos de

habeas corpus, amparo, habeas datd y acción de cumplimiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de lianca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
cont¡avendría mandatos esencialcs de la Constitución, como son el principio de

dcfcnsa dc la pcrsona humana y el respeto de su dignidad como ñn supremo de la
sociedad y del Estado (artículo l), y "la obserrancía del debido proceso y tutela
jurisdiccíonal- Ningúna persona puede ,ter desúada de ld .iürisd¡ccióú
prcdeterminada por la le!, n¡ somet¡da a procedimiento distínto de los previamente
estdblecidos, t1i ¡uzga.la por órganos jurisdicciondles de excepción ni por
comisiones especiales creadas al efecto cualquiera sea su defiominación",
co¡sagrada en el artículo 139, inciso 3.

6. Como se adlierte. a dil'erencia de 10 que acontece en otros países, en los cuales el

acccso a la última instancia constitucional ticnc lugar por la \ía d,el certiorari
(Suprcma Corte de Ios Estados Unidos). en el Pe¡ú el Poder Constituyente optó por
rLn órgano supremo de interpetación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
cn los llan-rados procesos de la libe¡tad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Pode¡ Judicial. E¡ otras palab¡as, si lo que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho l'undamental, se

dcbc abrir la vía correspondienle para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero Ia apeturd de esta via solo se produce si se pemite al
peliciona¡te colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
.rnáli.i" Je lo que se preterrde. de lo que se invoca.

7. Lo constitucio¡al es cscucha¡ a la parte como conc¡etización de su derecho
irrenunciable a la defensa; además, un lribunal Constitucional constituye el más
clcctivo medio dc defensa de los dclechos fundamcntales fiente a los poderes
públioos y privados. lo cual evidencia el triunlo de la justicia frente a la
a¡bitraricdad.

NI
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12. lln cse sentido, la Cofie Interame cana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de deféLsa "obliga ol Estado o tratdr dl ¡nd¡v¡duo en todo momefito como
un yerdudero slieto del prcceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no
sit plemenk colto objeto de l mismo"t . y qlc,e "para que exisfa debido proceso legal
es praciso que un justicioble pueda hacer t,aler sus derechos y defender sus
i]'¡tereses en forma e[eclir.t y e co diciones de ígualdad procesal con otos
lusltctulllrs"-,

' Cort. IDH. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviemb¡e de 2009.
pánaib 29.
2 Corte lDH. Caso Hilaire, Consta¡tine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
scntcncia dcl 21 dejunio de 2002, pánalb 146.

TRIBUNAL CONSf ITUCIONAL

delensa inherente a toda pe¡sona, cuya manil'estación primaria cs el derecho a ser
oido con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en cl cual sc

deic¡nincn 5u. derechr,r:. intere.es ¡ obligacioncs.

9. Precisamente, mi alejamiento respeclo a la emisión de una resolución constitucional
sin ¡ealizarse audjencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

efectiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden exponcr. de manera escrita y
oral. los argumentos pcftincntes, concretándose el principio de inmediación que

debe rcgir cn todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las partes, corcspondc señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
lstado oslenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluve el derecho a ser oído con las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la participación directa de las paftes, en defensa de sus intereses,
quc se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democ¡atiza el proceso- De 1() contra¡io, se decidiría sobre la esfera de interés de

un¿l pe¡sona sin pen,tritirle alegar 1o conespondiente a su favor, lo que resultaría
cxcluyentc v antidemocrático. Además. el'Iribunal Constitucional tiene el debe¡
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, Ios motivos y los
argumcntos quc iustilican sus decisioncs, porque el Tribunal Constitucional se

legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suñciente las razones de de¡echo y de hecho relevantes en cada
caso que Iesuelve.

N4
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13. r¡odclo de "instancia de fallo" p)asmado en la Constitución no pucdc ser
dcsvi¡tuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho l'ribunal es su intérprete supremo. pero no su reformador,loda
vez que como ó¡gano constitt¡ido también es¡á somctido a la Conslitución.

1,1. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libetad la denominada
"scntcncia interlocuto a", el recuso de agravio constitucional (RAC) pierde su

rerdadera esercia jurídica, ya que el Tribunal Constilucional rro tiene compctencia
para "rcvisar" ni mucho menos "recalilicar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los articulos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, ei
'lribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Jr¡diciai. Al Tribunal lo que le conesponde es conocer del
RAC y pronunciaÉe sobre el fondo. Po¡ ende, no le ha sido dada la competencia dc
rechazar dicho recu¡so. sino por cl contrario de "conocer" lo que la parte alega
con,o un aE,rd\ io que lc caus¿ indelcn.ión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocuto a" establece como supuestos para su

aplicación 1óú¡ulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos.

requie¡e ser aclarado, justiñcado y conc¡ctado en supuestos cspecificos, a sabe¡,

identificar en qué casos se aplicaria. No hacerlo. no defini¡lo, ni justificarlo,
conviefie cl emplco de la p¡ccitada se¡tencia en a¡bitra¡io, toda vcz quc sc podría
afcclar. entre otros, el derecho fundamental de defénsa, en su manifestación de ser
oído con las debidas gara¡tías, pues ello d¿r a lugar a decisiones subjetivas )
carcnlcs dc prcdictibilidad, afcctando notabiemente a los justiciables, quienes
lendrian qL¡e adivinar qué resolverá el 'lribunal Constilucional antes de presentar su
lcspcctiva dcmanda.

17. Por lo demás, flutal¡s mutdndis, el ptecedente vinclrlante contenido en la Sentcncia
00987-201 4-PA/ lC repite lo señalado por el Tribunal Constitr¡cional en otros
iallos. como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC[C). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de ia libellad (supletoriedad, vía previa,
vias paralelas. litispendencia. invocación dcl de¡echo constitucional líquido y
ciefto, etc-).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos coÍstitucionaies de la libertad sean de
una naturaleza proccsal disti¡ta a la de los procesos ordina¡ios no constituye un
motivo para que se pueda desviftuar la esencia principal del recurso de agravio
conslihrcional
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19. Por 1anto, si se tiene en cuenta quc lajusticia en sede coDstittlcional representa Ia

última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados. voto a 1á!or de que en el prcsentc caso se convoque a audiencia para la
vista, lo qr¡e garantiza quc el 'I¡ibunal Constitucional, en ta[to instancia última y
deñnitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afcctadas en sus

dercchos cscnciales cuando no encl¡entran justicia en cl Podcr Judicial;
cspecialmente si se tiene en cuenta que. agotada la via constitucional, aljusticiable
solo le qlLeda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de derechos
humanos.

20. Como allrmó Raúl F'errero Rebagliati, "la defénsa del derecho de uno es, al mismo
ticmpo, una defensa total de la Constirución. pues si toda garantia constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está deléndiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida si¡ la protección jr¡diciai auténtica".
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